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Panel integrado por su presidenta, la Jueza Ortiz Flores, la Jueza 

Lebrón Nieves y la Jueza Santiago Calderón1 
 

Santiago Calderón, Jueza Ponente 
 

 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 20 de abril de 2021. 

La señora Glorimar Freyre Medina (apelante), acude ante nos 

mediante un recurso de apelación para solicitar que revoquemos la 

Sentencia2 que emitió el Tribunal de Primera Instancia (TPI), Sala de 

San Juan, el 28 de febrero de 2020. En el referido dictamen, el TPI 

declaró Ha Lugar la Demanda3 y se le ordenó a la apelante y a la 

sociedad legal de gananciales compuesta por ambos, al pago de la 

cantidad de $4,560.00 por concepto de pérdida de ingresos, más la 

cantidad de sesenta mil dólares ($60,000.00) por concepto de daños 

físicos y angustias mentales.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma el dictamen recurrido.  

 
1 Mediante Orden Administrativa TA 2021-003 de 8 de enero de 2021, se designa a 
la Jueza Grisel Santiago Calderón en sustitución de la Jueza Aida Nieves Figueroa. 
2 Véase, Apéndice 1. 
3 Véase, Apéndice 23. 
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I. 

Los hechos que presenta la controversia trabada ante nuestra 

consideración se remontan al 15 de marzo de 2018, cuando el señor 

Jesús Manuel Bosque Olivan (apelado) presentó ante el TPI una 

demanda de daños y perjuicios, en síntesis se alegaron las siguientes 

causas de acción: (1) (a) caída causada por el ataque de un perro 

propiedad de la apelante, (1) (b) que dicha caída provocó en el 

apelado daños físicos, los cuales ascienden a $125,000.00, (2) daños 

morales y angustias mentales, los cuales se valoran por la cantidad 

de $75,000.00. 

Surge del expediente, que el día 30 de abril de 2018, la 

apelante, representándose por derecho propio4, presentó documento 

intitulado “Moción Urgente Informativa en Solicitud de Prórroga”5, en el 

cual solicitó término adicional de 30 días para presentar alegación 

responsiva. El 3 de mayo de 2018, el Tribunal de Primera Instancia 

(TPI), emite Orden6 aceptando la representación legal por derecho 

propio y concediendo el término solicitado. El 21 de junio de 2018, 

los licenciados Ángel Yamil Nieves Negrón y Abraham Freyre Medina 

presentan “Moción Asumiendo Representación Legal”7 y solicitan 10 

días adicionales para contestar la demanda. El 11 de julio de 2018, el 

TPI emite Orden8 aceptando la representación legal y concediendo el 

término solicitado para presentar el escrito. El 23 de julio de 2018, la 

parte apelante contestó la demanda9. El 16 de agosto de 2018, el 

Lcdo. Abraham Freyre Medina presentó “Moción de Renuncia a la 

Representación Legal”10 y el TPI emite Orden11, el 16 de agosto de 

2018, el TPI concedió el relevo de representación. El 26 de febrero de 

2019, se celebró conferencia inicial sin la comparecencia de la parte 

 
4 La apelante es una abogada admitida a la profesión por el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico. 
5 Véase, Apéndice 25. 
6 Véase, Apéndice 27. 
7 Véase, Apéndice 28. 
8 Véase, Apéndice 29.  
9 Véase, Apéndice 30. 
10 Véase, Apéndice 31. 
11 Véase, Apéndice 32. 
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apelante. El 1 de marzo de 2019, el Lcdo. Ángel Yamil Nieves Negrón 

presentó “Moción de renuncia de la representación legal”12 de la 

apelante. El TPI emitió Orden13 declarando ha lugar la moción de 

renuncia y le concedió a la apelante 30 días para someter la nueva 

representación legal. Expirado el término para anunciar la nueva 

representación, el TPI le ordena a la apelante que tenía un término de 

5 días adicionales para anunciar nueva representación, so pena de 

anotarle la rebeldía14. El 21 de mayo de 2019, el apelado presentó 

“Moción sobre anotación y sentencia en rebeldía”15. El 27 de mayo de 

2019, el apelado sometió el Informe sobre conferencia preliminar16 

entre abogados. El 30 de mayo de 2019, el TPI emitió Orden17 

anotando la rebeldía a la parte apelante, y calendarizó los 

procedimientos. Luego de varios trámites judiciales, y suspensiones 

debidamente notificadas, el TPI celebró vista de daños el 14 de 

noviembre de 2019. 

Insatisfecha con la determinación, la apelante acudió ante este 

Foro el 31 de agosto de 2020 y señaló los siguientes tres errores: 

ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA 

AL EMITIR UNA SENTENCIA SIN HABER NOTIFICADO 

ADECUADAMENTE A LA PARTE DEMANDADA DEL 

SEÑALAMIENTO DE LA VISTA EN REBELDÍA. 

 
ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA 

AL EMITIR UNA SENTENCIA DECLARANDO “HA LUGAR” LA 

DEMANDA DE DAÑOS Y PERJUICIOS SIN HABERSE 

PRESENTADO PRUEBA DE QUE LA DEMANDADA TENÍA 

LA POSESIÓN DEL ANIMAL O SE SERVÍA DE ESTE. 

 
ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA 

EN LA VALORACIÓN DE LOS DAÑOS Y PERJUICIOS. 

II. 

-A- 

La Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, al 

igual que la Constitución de los Estados Unidos, garantizan que 

 
12 Véase, Apéndice 33. 
13 Véase, Apéndice 35. 
14 Véase, Apéndice 37. 
15 Véase, Apéndice 38. 
16 Véase, Apéndice 42. 
17 Véase, Apéndice 48. 
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ninguna persona sea privada de su propiedad sin el debido proceso 

de ley. Emda. Const. EE. UU., LPRA, Tomo 1, ed.2016, pág. 191, 

207–208; Art. II, sec. 7, Const. ELA, LPRA, Tomo 1, ed. 2016, pág. 

301. Se ha definido como debido proceso de ley el “derecho de toda 

persona a tener un proceso justo y con todas las debidas garantías 

que ofrece la ley ...”18, (Énfasis suplido). Esta garantía 

constitucional tiene dos vertientes, una sustantiva y otra procesal. 

En su acepción procesal, le impone al Estado la obligación de 

garantizar que la interferencia con los intereses propietarios, en 

esencia, sea una justa y equitativa19. Cada caso exige una evaluación 

concienzuda de las circunstancias envueltas”20. Ahora bien, para que 

la protección que ofrece el debido proceso de ley se active, tiene que 

existir un interés individual de propiedad o libertad. Rivera Rodríguez 

& Co. v. Stowell Taylor, supra, a la pág. 888. Entre las vertientes del 

debido proceso de ley en su acepción procesal, se encuentra el 

derecho fundamental a recibir una notificación adecuada y la 

oportunidad de ser escuchado y defenderse. 

-B- 

La Regla 45 de Procedimiento Civil regula lo relativo a la 

anotación de rebeldía de una parte que no presenta alegación o no 

comparece al proceso a defenderse. Al respecto, la Regla 45.1 de 

Procedimiento Civil dispone que: [c]uando una parte contra la cual se 

solicite una sentencia que concede un remedio afirmativo haya 

dejado de presentar alegaciones o de defenderse en otra forma según 

se dispone en estas reglas, y este hecho se pruebe mediante una 

declaración jurada o de otro modo, el Secretario o Secretaria anotará 

su rebeldía. El tribunal a iniciativa propia o a moción de parte, podrá 

anotar la rebeldía a cualquier parte conforme a la Regla 34.3(b)(3). 

 
18 Aut. Puertos v. HEO, 186 DPR 417, 428 (2012); Marrero Caratini v. Rodríguez 
Rodríguez, 138 DPR 215, 220 (1995). 
19 Rivera Rodríguez & Co. v. Stowell Taylor, 133 DPR 881, 887-888 (1993); 

Rodríguez Rodríguez v. ELA, 130 DPR 562 (1992). 
20 PAC v. ELA, 150 DPR 359, 376 (2000); Quiles Rodríguez v. Supte. Policía, 139 

DPR 272 (1995). 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1000556&cite=PRCNARTIIS7&originatingDoc=I1d45cbd29dc211e99b14f2ee541cf11a&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2028521057&pubNum=0002995&originatingDoc=I1d45cbd29dc211e99b14f2ee541cf11a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_428&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_428
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2028521057&pubNum=0002995&originatingDoc=I1d45cbd29dc211e99b14f2ee541cf11a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_428&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_428
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1996275869&pubNum=0002995&originatingDoc=I1d45cbd29dc211e99b14f2ee541cf11a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_220&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_220
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1996275869&pubNum=0002995&originatingDoc=I1d45cbd29dc211e99b14f2ee541cf11a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_220&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_220
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1996275869&pubNum=0002995&originatingDoc=I1d45cbd29dc211e99b14f2ee541cf11a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_220&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_220
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1996282685&pubNum=0002995&originatingDoc=I1d45cbd29dc211e99b14f2ee541cf11a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_887&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_887
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1996282685&pubNum=0002995&originatingDoc=I1d45cbd29dc211e99b14f2ee541cf11a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_887&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_887
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1996216992&pubNum=0002995&originatingDoc=I1d45cbd29dc211e99b14f2ee541cf11a&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1996216992&pubNum=0002995&originatingDoc=I1d45cbd29dc211e99b14f2ee541cf11a&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2000063350&pubNum=0002995&originatingDoc=I1d45cbd29dc211e99b14f2ee541cf11a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_376&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_376
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2000063350&pubNum=0002995&originatingDoc=I1d45cbd29dc211e99b14f2ee541cf11a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_376&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_376
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1996275523&pubNum=0002995&originatingDoc=I1d45cbd29dc211e99b14f2ee541cf11a&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1996275523&pubNum=0002995&originatingDoc=I1d45cbd29dc211e99b14f2ee541cf11a&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1996275523&pubNum=0002995&originatingDoc=I1d45cbd29dc211e99b14f2ee541cf11a&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
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Dicha anotación tendrá el efecto de que se den por admitidas las 

aseveraciones de las alegaciones afirmativas, sujeto a lo dispuesto en 

la Regla 45.2(b).  

Cuando las alegaciones se dan por admitidas con la anotación 

de la rebeldía, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado lo 

siguiente: Resulta obvio, que los tribunales no son meros autómatas 

obligados a conceder indemnizaciones por estar dilucidándose un 

caso en rebeldía. Para el descargo de tan delicado ministerio, la ley 

reconoce que el proceso de formar consciencia judicial exige la 

comprobación “de cualquier aseveración” mediante prueba21.  

Los tribunales deben celebrar aquellas vistas que crean 

necesarias para comprobar la veracidad de las alegaciones. Regla 

45.2(b) de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V). En un trámite en 

rebeldía, el demandado no admite hechos incorrectamente alegados 

ni conclusiones de derecho22. El demandado no renuncia a las 

defensas de falta de jurisdicción ni a que la demanda no aduce 

hechos constitutivos de una causa de acción en favor del 

reclamante23.  

De lo anterior se desprende que la anotación de rebeldía tiene 

como consecuencia primordial que se den por admitidos los hechos 

bien alegados en la demanda24. 

Además, la parte a quien se le anote la rebeldía no podrá 

presentar prueba ni defensas afirmativas25. Sin embargo, un trámite 

en rebeldía no es garantía de una sentencia favorable a la parte 

demandante, ni la parte demandada “admite hechos incorrectamente 

alegados como tampoco conclusiones de derecho”. 

La Regla 65.3 (c) de las Reglas de Procedimiento Civil de 2009 

establece lo siguiente: 

 
21 Continental Ins. Co. v. Isleta Marina, 106 DPR 809, 815, (1976). 
22 Íd., pág. 817. 
23 Rivera v. Goytía, 70 DPR 30, 33 (1949) y Pérez Hnos. v. Oliver, et al., 11 DPR 397 

(1906). 
24 Ocasio v. Kelly Servs., 163 DPR 653, 671 (2005). 
25 Rodríguez v. Tribunal Superior, 102 DPR 290, 294 (1974). 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2006135586&pubNum=0002995&originatingDoc=I214672f6788c11e9ab27b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_671&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_671
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2006135586&pubNum=0002995&originatingDoc=I214672f6788c11e9ab27b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_671&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_671
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1974022711&pubNum=0002995&originatingDoc=I214672f6788c11e9ab27b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_294&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_294
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1974022711&pubNum=0002995&originatingDoc=I214672f6788c11e9ab27b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_294&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_294
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(c) En el caso de partes en rebeldía que hayan comparecido en 

autos, el Secretario o Secretaria le notificará toda orden, resolución o 

sentencia a la última dirección que se haya consignado en el 

expediente por la parte que se autorrepresenta o a la dirección del 

abogado o abogada que surge del registro del Tribunal Supremo para 

recibir notificaciones, en cumplimiento con la Regla 9 [\u...]. En el caso 

de partes en rebeldía que hayan sido emplazadas por edictos o que 

nunca hayan comparecido en autos o de partes demandadas 

desconocidas, el Secretario o Secretaria expedirá un aviso de 

notificación de sentencia por edictos para su publicación por la parte 

demandante. (Énfasis suplido).  

Relacionado con esto, el Tribunal Supremo se expresó26 en 

torno al deber de notificación que tiene el tribunal cuando una parte 

está en rebeldía. Particularmente, interpretamos la anterior Regla 

65.3 de Procedimiento Civil de 1979 (31 LPRA ant. Ap. III), dispuso 

que en los casos en los que se dicte una sentencia en rebeldía 

también existe la obligación de que esta le sea notificada a las partes 

involucradas. Es decir, independientemente de si a la parte se le 

anotó rebeldía por falta de comparecencia, como parte afectada debe 

ser notificada de la sentencia que en su día recaiga27.  

Ciertamente, este deber de notificar no es un mero requisito 

procesal; por el contrario, además de ser razonable, fortalece el 

debido proceso de ley. 

-C- 

La acción por daños y perjuicios al amparo del artículo 1802 

del Código Civil en el ámbito de la responsabilidad civil 

extracontractual de Puerto Rico rige lo dispuesto en el Art. 1802 del 

Código Civil, 31 LPRA sec. 5141, el cual dispone: [e]l que por acción u 

omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está 

 
26 Falcón Padilla v. Maldonado Quirós, 138 DPR 983 (1995). 
27 Rodríguez de Lausell v. Tribunal Superior, 93 DPR 672, 677 (1966). 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1996278146&pubNum=0002995&originatingDoc=I31e84604892c11e590d4edf60ce7d742&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1996278146&pubNum=0002995&originatingDoc=I31e84604892c11e590d4edf60ce7d742&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1966011511&pubNum=0002995&originatingDoc=I31e84604892c11e590d4edf60ce7d742&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_677&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_677
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1966011511&pubNum=0002995&originatingDoc=I31e84604892c11e590d4edf60ce7d742&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_677&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_677
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obligado a reparar el daño causado. La imprudencia concurrente del 

perjudicado no exime de responsabilidad, pero conlleva la reducción 

de la indemnización. Es decir, para probar una causa de acción por 

daños y perjuicios, es necesario que la parte demandante demuestre, 

mediante preponderancia de la prueba, (1) que ha habido un acto u 

omisión culposa o negligente; (2) que hay una relación causal entre el 

acto y el daño sufrido; y (3) que se ha causado un daño real al 

reclamante28. El Tribunal Supremo define el concepto de culpa o 

negligencia como “la falta del debido cuidado, que a la vez consiste 

esencialmente en no anticipar y prever las consecuencias racionales 

de un acto, o de la omisión de un acto, que una persona prudente 

habría de prever en las mismas circunstancias”29. De este modo, el 

factor de previsibilidad es un elemento indispensable. Respecto a la 

relación causal, esta es un componente imprescindible en una 

reclamación en daños y perjuicios, ya que “es un elemento del acto 

ilícito que vincula al daño directamente con el hecho antijurídico”30. 

El Art. 1805 de nuestro Código Civil, 31 LPRA § 5144, impone 

responsabilidad a la persona que tiene la posesión jurídica de un 

animal, o la que se sirve de él. Específicamente la norma dispone lo 

siguiente: 

El poseedor de un animal, o el que se sirve de él, es 
responsable de los perjuicios que causare, aunque se le 
escape o extravíe. Sólo cesará esta responsabilidad en el 
caso de que el daño proviniera de fuerza mayor o de culpa 

del que lo hubiese sufrido. 

En una causa de acción por daños bajo el Art. 1805 del Código 

Civil, supra, no es necesario demostrar que el demandado es el dueño 

del animal si este lo tenía en su posesión o se servía del mismo al 

momento del accidente31. La responsabilidad derivada de esta 

disposición se funda en la presunción de culpa por falta de vigilancia, 

pues la persona que posee o se sirve de un animal es la única capaz 

 
28 Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 843 (2010). 
29 Valle v. ELA, 157 DPR 1, 18 (2002). 
30 Rivera v. SLG Díaz, 165 DPR 408, 422 (2005).  
31 Serrano v. López, 79 DPR 979, 985. (1957).  
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de tomar las precauciones indispensables para evitar cualquier 

accidente32. “[E]s una presunción de responsabilidad que surge del 

derecho de dirección y control del animal que tiene el poseedor, o la 

persona que se sirve de él, y del deber correlativo de ejercitarlo con 

las debidas precauciones para evitar daño a otras personas”33. Esta 

responsabilidad subsiste, aunque el animal se escape o extravíe. 

“[N]o se trata de una mera presunción procesal de culpa o 

negligencia, sino de una responsabilidad especial impuesta por ley 

que ‘... se aproxima o, más bien, penetra en la esfera de la 

responsabilidad objetiva…’”34.  

Sin embargo, vía excepción, el Código Civil de Puerto Rico 

puede liberar de esta responsabilidad cuando el daño causado por un 

animal provenga de fuerza mayor o por culpa del perjudicado. Claro 

está, dicha exoneración está condicionada a que se logre probar, a 

satisfacción del tribunal, esos eventos extraordinarios35.  

-D- 

La tarea judicial de estimar y valorar los daños resulta difícil y 

angustiosa, debido a que no existe un sistema de computación que 

permita llegar a un resultado exacto con el cual todas las partes 

queden complacidas y satisfechas36.  

De igual modo, hemos destacado que para evaluar si la 

compensación concedida por el Tribunal de Primera Instancia es 

ridículamente baja o exageradamente alta, debemos examinar la 

prueba desfilada ante ese foro y las cuantías otorgadas en casos 

similares resueltos anteriormente37. En ese sentido, concluyó el 

Tribunal Supremo que las indemnizaciones concedidas en casos 

anteriores constituyen un punto de partida y referencia útil para 

 
32 Rivera Pérez v. Carlo Aymat, 104 DPR 693 (1976). 
33 Santos v. Ramos Cobián, 87 DPR 472, 475 (1963). 
34 Serrano v. López, supra, pág. 983. 
35Ferrer v. Rivera, 56 DPR 504 (1940); Serrano v. López, supra, págs. 981-983.  
36 Santiago Montañez vs. Fresenius Medical Care, et. al, 195 DPR 476 (2016). 
37 Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez-Vicéns, 179 DPR 774, 785 (2010).  
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pasar juicio sobre las concesiones otorgadas por el foro primario38. 

Ello es así aun cuando reconocemos que no existen dos casos 

exactamente iguales y que cada caso es distinguible según sus 

circunstancias particulares39.  

Los tribunales apelativos no deben intervenir con la valoración 

de daños que realiza el foro primario, salvo cuando la cuantía 

concedida resulte ridículamente baja o exageradamente alta. Ese 

ejercicio de valoración de daños involucra cierto grado de 

especulación y elementos subjetivos, tales como la discreción y el 

sentido de justicia y conciencia humana del juzgador de los hechos. 

Además, el foro primario es el que tiene contacto directo con la 

prueba testifical presentada y, por ende, está en mejor posición de 

emitir un juicio sobre la valorización de daños. 

En lo que concierne a la metodología utilizada por el foro 

primario para establecer estas cuantías, el referido foro expresó 

haber efectuado un análisis de aquellos casos que más se asemejan 

al presente caso y haber aplicado los criterios establecidos por el 

Tribunal Supremo relacionado con la valoración de daños.  

Recientemente, el Tribunal Supremo reconoció que no hay 

consenso entre los expertos en cuanto al método que debe utilizarse 

para actualizar las compensaciones concedidas en el pasado y 

optamos por acoger el método que utiliza el índice de precios al 

consumidor con el 2006 como año base. Íd., págs. 913–914. Empero, 

rechazamos realizar el ajuste que recomendó Amadeo Murga y 

adoptamos la postura del Prof. José Julián Álvarez González, quien 

desfavorece que se haga un ajuste adicional por el crecimiento 

económico cuando se utiliza el nuevo índice de precios al 

consumidor40.  

 
38 Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra, págs. 909–910; Herrera, Rivera v. S.L.G. 
Ramírez-Vicéns, supra, pág. 785. 
39 Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez-Vicéns, supra, pág. 785.  
40 J.J. Álvarez González y L.M. Pellot Juliá, Responsabilidad civil extracontractual, 
81 (Núm. 2) Rev. Jur. UPR 661 (2012).  
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-E- 

En una acción civil, una presunción impone a la parte contra 

la cual se establece la presunción, el peso de la prueba para 

demostrar la inexistencia del hecho presumido. 32 LPRA Ap. VI, R. 

302. Con relación a la evaluación y suficiencia de la prueba, ésta se 

regirá por los principios establecidos en la Regla 110 de Evidencia, 32 

LPRA Ap. VI, R. 110. En nuestro ordenamiento, las Reglas de 

Evidencia permiten que un hecho pueda probarse mediante evidencia 

directa o indirecta, o circunstancial. De acuerdo con el inciso (h) de la 

mencionada Regla 110 de Evidencia41, la evidencia directa es aquella 

que prueba el hecho en controversia sin que medie inferencia o 

presunción alguna y que, de ser cierta, demuestre el hecho de modo 

concluyente”.  

En lo que respecta a la prueba testifical, la Regla 601 de 

Evidencia, 32 LPRA Ap. VI R 601, dispone lo siguiente: 

[t]oda persona es apta para ser testigo, salvo disposición en 
contrario. Una persona no podrá servir como testigo 
cuando, por objeción de parte o a iniciativa propia, el 
Tribunal determina que ella es incapaz de expresarse en 
relación al asunto sobre el cual declararía, en forma tal que 
pueda ser entendida-bien por sí misma o mediante 
intérprete-o que ella es incapaz de comprender la obligación 
de decir la verdad que tiene una persona testigo. 

De modo que, la evidencia directa de un testigo que 

merezca entero crédito es prueba suficiente de cualquier hecho, 

salvo que otra cosa se disponga por ley. Regla 110(d) de Evidencia, 

32 LPRA Ap. VI, R. 110 (d). (Énfasis suplido). Ello así, aun cuando no 

haya sido un testimonio perfecto42.  

III. 

Nos corresponde examinar si el TPI dispuso correctamente de 

la demanda presentada por el apelado. En cuanto al primer 

señalamiento de error, la parte apelante sostiene que el TPI no 

 
41 32 LPRA Ap. VI, R. 110 (h), 
42 Pueblo v. Chévere Heredia, 139 DPR 1, 15-16 (1995). 
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garantizó el debido proceso de ley en su modalidad procesal43, al no 

haber sido notificado adecuadamente sobre el señalamiento de la 

vista en rebeldía. Argumenta que la apelante, no fue notificada a su 

última dirección consignada en el expediente, específicamente en la 

“Moción solicitando relevo de representación legal”44. Comencemos por 

expresar que no tiene razón la parte apelante. De una revisión del 

documento previamente mencionado surge que la representación 

legal saliente de la apelante le notificó dos direcciones al TPI, una es 

la nueva dirección postal, y la otra, el correo electrónico, el cual no 

había variado desde el inicio de la reclamación judicial.  

Al realizar un examen minucioso del expediente y sus 

apéndices queda meridianamente claro que el TPI utilizó el correo 

electrónico para notificar las órdenes, sanción, anotación de rebeldía, 

recalendarizaciones, señalamientos y la sentencia en rebeldía45. 

Dicho correo electrónico fue provisto por la propia apelante cuando 

presentó por SUMAC, su “Moción Urgente Informativa en Solicitud de 

Prórroga y de Orden” y, a su vez, dicho correo electrónico fue 

reiterado por sus representantes legales.   

Podemos concluir que el error aludido no se cometió, el TPI 

avisó a la parte apelante y cumplió con el estándar de notificar a la 

última dirección conocida, la cual fue la dirección razonablemente 

calculada dentro de todas las circunstancias concurrentes46. 

Referente al segundo error, la parte apelante sostiene que el 

apelado no presentó prueba sobre el nexo causal de la posesión del 

animal, la caída y los daños sufridos. Ante la carencia de dicha 

prueba, entiende la parte apelante que los requisitos establecidos por 

 
43 Este error no fue argumentado ante el TPI. Sin embargo, nuestro alto foro ha 

expresado “tribunal apelativo tiene la facultad inherente de considerar y resolver 

errores patentes que surjan de un recurso aun cuando éstos no hayan sido 

presentados por las partes”. Hernández v. Espinosa, 145 DPR 248, 264 (1998). 

Véanse, además: Hons. Castro, Cabán v. Depto. de Justicia, 153 DPR 302, 312 

(2001); Ab Intestato Marini Pabón, 107 DPR 433, 439-440 (1978). 
44 Véase, Apéndice 33. 
45 Véanse, Apéndices 35, 37, 48 y 52.  
46 Rodríguez v. Nasrallah, 118 DPR 93 (1986), Yumac Home v. Empresas Massó, 194 

DPR 96, 113-114 (2015). 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1998126597&pubNum=2995&originatingDoc=Ide50808807a911e09d9cae30585baa87&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_264&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.DocLink)#co_pp_sp_2995_264
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1998126597&pubNum=2995&originatingDoc=Ide50808807a911e09d9cae30585baa87&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_264&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.DocLink)#co_pp_sp_2995_264
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2001112235&pubNum=2995&originatingDoc=Ide50808807a911e09d9cae30585baa87&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_312&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.DocLink)#co_pp_sp_2995_312
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2001112235&pubNum=2995&originatingDoc=Ide50808807a911e09d9cae30585baa87&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_312&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.DocLink)#co_pp_sp_2995_312
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2001112235&pubNum=2995&originatingDoc=Ide50808807a911e09d9cae30585baa87&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_312&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.DocLink)#co_pp_sp_2995_312
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1978020824&pubNum=2995&originatingDoc=Ide50808807a911e09d9cae30585baa87&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_439&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.DocLink)#co_pp_sp_2995_439
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1978020824&pubNum=2995&originatingDoc=Ide50808807a911e09d9cae30585baa87&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_439&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.DocLink)#co_pp_sp_2995_439
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2037592553&pubNum=0002995&originatingDoc=I1d45cbd29dc211e99b14f2ee541cf11a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_113&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_113
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2037592553&pubNum=0002995&originatingDoc=I1d45cbd29dc211e99b14f2ee541cf11a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_113&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_113
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2037592553&pubNum=0002995&originatingDoc=I1d45cbd29dc211e99b14f2ee541cf11a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_113&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_113
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el Art. 1805 del Código Civil47 no fueron demostrados con prueba. 

Argumenta la parte apelante que le correspondía al apelado 

demostrar a base de su propio testimonio la descripción del perro y 

probar que la apelante estaba en la posesión del perro o se servía de 

este al momento de ocurrir la caída y por consiguiente los daños 

sufridos. 

Apuntamos que el análisis en este caso gira en torno a la 

normativa jurídica sobre los efectos de la anotación de rebeldía. En el 

caso de autos, el TPI anotó la rebeldía contra la parte apelante. Esta 

anotación tiene consecuencias jurídicas, específicamente, a quien se 

le anote la rebeldía no podrá presentar prueba ni defensas 

afirmativas48. La doctrina establecida por nuestro Tribunal Supremo 

puntualiza que la consecuencia primordial es que se den por 

admitidos los hechos bien alegados en la demanda49. 

Al revisar la Demanda50 surge con claridad que el hecho bien 

alegado sobre a quién le pertenecía el perro. Empero, y referente a las 

defensas presentadas en la Contestación de la Demanda51 sobre 

quién era el propietario del perro, la parte apelante no articuló 

defensa afirmativa sobre la propiedad del animal.  

Nuestro Alto Foro52, ha expresado que para dejar sin efecto una 

sentencia en rebeldía deben concurrir los siguientes factores: (1) las 

defensas presentadas por la parte rebelde; (2) la etapa de los 

procedimientos del caso; (3) el perjuicio que le ocasionaría a las 

partes si levantaban o no la anotación de rebeldía; (4) si el 

demandante fue quien causó confusión en el proceso y como 

 
47 31 LPRA sec. 5144. 
48 Rodríguez v. Tribunal Superior, 102 DPR 290, 294 (1974). 
49 Ocasio v. Kelly Servs., supra. 
50 Véase, Apéndice 23, alegación 2: El 11 de abril de 2016, la parte demandante 

caminaba por la acera de la Calle Tulane de la Urbanización Santa Ana, Rio Piedras 

y frente a la residencia C 15, fue atacado por un perro propiedad de la Sra. Gloria 
Freyre Medina, Fulano de Tal y la Sociedad legal de gananciales compuesta por 

ambos.  
51 Véase, Apéndice 30. 
52 Neptune Packing Corp. v. Wackenhut Corp., 120 DPR 290, 291-295 (1988). 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1974022711&pubNum=0002995&originatingDoc=I214672f6788c11e9ab27b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_294&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_294
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1974022711&pubNum=0002995&originatingDoc=I214672f6788c11e9ab27b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_294&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_294
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2006135586&pubNum=0002995&originatingDoc=I214672f6788c11e9ab27b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_671&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_671


 
 

 
KLAN202000655   

 

Pág. 13 de 15 

resultado se le anotó la rebeldía al demandado; y (5) la diligencia del 

demandado durante el pleito.  

Al ponderar las alegaciones de la parte apelante con los 

factores previamente mencionados y establecidos por el Tribunal 

Supremo, cabe señalar que la parte apelante no demostró defensas 

válidas que justificaran la aplicación de los factores previamente 

señalados.   

Por otro lado, el TPI le concedió entera credibilidad al 

testimonio del apelado. Es norma claramente establecida por el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico que, en ausencia de error 

manifiesto, pasión, prejuicio o parcialidad no se intervendrá a nivel 

apelativo con las determinaciones de hecho y adjudicación de 

credibilidad hecha en instancia por el juzgador de los hechos53. Este 

tribunal entiende que la determinación de credibilidad del tribunal a 

quo es merecedora de gran deferencia por lo tanto el segundo error no 

fue cometido.  

En cuanto al tercer error, está relacionado con la valoración de 

daños y perjuicios. La parte apelante entiende que el apelado anunció 

en el Informe sobre Conferencia Preliminar entre Abogados la prueba 

documental (expedientes médicos), sin embargo, dicha prueba no fue 

presentada ni sometida ante la consideración del TPI. Alega la parte 

apelante que no bastaba con el testimonio del apelado para que el TPI 

pudiese dar la compensación otorgada. Según el apelante la carencia 

de prueba documental, entiéndase, los expedientes médicos, conllevó 

a una compensación exagerada y una acción violatoria a las Reglas 

de Evidencia. Entendemos que el TPI no cometió ese error, la 

evaluación y suficiencia de la prueba estuvieron dentro de los 

parámetros de la Regla 110 (D) de Evidencia54.  

 
53 Argüello v. Argüello, 155 DPR 62 (2001); Trinidad v. Chade, 153 DPR 280 (2001); 

Quiñones v. Manzano, 141 DPR 139 (1996); Orta v. Padilla, 137 DPR 927 (1995); 

Vélez v. Srio. de Justicia, 115 DPR 529 (1984); Ortiz v. Cruz Pabón, 103 DPR 939 

(1975); Rodríguez v. Concreto Mixto, Inc., 98 DPR 579 (1970). 
54 32 LPRA Ap. VI, R. 110 (D). 
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Cabe destacar que, la determinación del TPI se sostuvo en el 

testimonio del apelado. Este ofreció un testimonio sobre los daños 

físicos y angustias mentales sufridos por él, a raíz de la caída 

causada por el perro propiedad de la apelante. Dicho testimonio fue 

considerado por el TPI para la valoración de los daños y perjuicios.  

En cuanto a la forma y manera para la estimación de 

valoración de daños, el TPI utilizó como punto de referencia los 

parámetros de Colón y otros v. Kmart, 154 DPR 510 (2001) y, a su 

vez, realizó el cómputo para establecer las cuantías, conforme con el 

dictamen del Tribunal Supremo55. Por otro lado, la parte apelante 

propone que se utilice el caso Rivera v. Rivera, 98 DPR 940, 945 

(1970)56 para valorar los daños, y el cómputo actualizado equivale a 

la suma de $9,940.00, alega que la indemnización otorgada por el TPI 

fue muy alta. 

Sin embargo, el problema fundamental que tiene la 

argumentación formulada por el apelante es que ignora el TPI valoró 

los daños en conjunción con la Regla 110 (D) de Evidencia, supra y el 

caso Colón y otros v. Kmart, supra. El TPI realizó un análisis 

meticuloso, de la doctrina jurisprudencial y en forma gráfica detalló 

la valoración actualizada y concluyó lo siguiente: 

“…la cuantía dada en compensación asciende a ochenta y 
tres mil, quinientos setenta y un dólares con cuarenta y 
tres centavos ($83,571.43). Dicha compensación 
actualizada es necesario reducirla en consideración a la 

incapacidad física de 1% del demandante en este caso. Nos 
parece razonable conceder al demandante una 
compensación de $60,000.00. Hemos tomado en 
consideración para la reducción, que el grado de 
incapacidad del demandante en el caso comparable era de 
un 4%, mientras que en nuestro caso es 1%, así como las 
costas del litigio. Sin embargo, el demandante sufrió una 
doble fractura por lo que la reducción no debe ser muy 
marcada.57” 
 

 
55 Santiago Montañez v. Fersenius Medical, 195 DPR 476 (2016).  
56 El apelante utiliza la normativa establecida por el Tribunal Supremo en los casos 
Rodríguez v. Hospital Dr. Susoni, 186 DPR 889, (2012), Herrera Rivera v. SLG 
Ramírez-Vicens, 179 DPR 774, 784 (2010) y Santiago Martínez v. Fersenius Medical, 
195 DPR 476, 491 (2016).  
57 Véase, Apéndice 1 del apelante, a la página 8. 
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Los jueces del foro primario están en mejor posición que los 

tribunales apelativos para hacer esa evaluación. El foro primario es la 

instancia que tiene contacto directo con la prueba presentada en el 

proceso58. Es norma conocida que, en ausencia de error manifiesto, 

prejuicio, pasión o parcialidad, no intervendremos con las 

conclusiones de hechos y apreciación de la prueba del foro de 

instancia. Dicho lo anterior, concluimos que no estamos en 

condiciones de sustituir la cuantía concedida, ausente de los 

elementos que la justificarían, o sea, pasión, perjuicio o parcialidad 

de parte del Tribunal sentenciador. Los daños sufridos por la parte 

demandante fueron valorados conforme a derecho y a la normativa 

judicial establecida por nuestro Tribunal Supremo.  

IV. 

Por los fundamentos que anteceden, se confirma la sentencia 

recurrida. 

Notifíquese inmediatamente. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
58 Administrator F.S.E. v. ANR Construction Corp., et als., 163 DPR 48 (2004). 


